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Bogotá, D. C., nueve (9) de diciembre de dos mil diez (2010)

Magistrado Ponente: Dr. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
Radicación No. 11001 01 02 000 2009 00443 00
Aprobado según Acta No. 134 de la misma fecha.
VISTOS

Procede la Sala a dictar sentencia dentro de la investigación disciplinaria adelantada contra el doctor ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, en su calidad de Magistrado del Tribunal Administrativo del  Valle del Cauca.

QUEJA Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.  En escrito de data 23 de diciembre de 2008, el señor LUIS GIRALDO OSORIO informó sobre su precaria situación, la cual obedece, según dijo, a que no está laborando, carece de seguridad social y no tiene vivienda.  

Ahora bien, de cara a lo que interesa a esta jurisdicción, dijo el quejoso:

“Tengo ya 62 años, 24 como empleado del Estado –exalcalde de La Cumbre, ex funcionario de la Contraloría Departamental del Valle, hace 7 años fue suprimido mi cargo como Auditor ante Ginebra. Demandé mi Pensión de Jubilación a la cual tengo derecho. El Tribunal Contencioso Administrativo – laboral – no me define la demanda. Rad. No. 2004-433 y 2007 209, Magistrado Bertha Lucía Luna.” (fl. 2, c. o.)
2.  Una vez avocado el conocimiento de las diligencias, para los efectos de que trata el artículo 150 de la Ley 734 de 2002 por auto de fecha 19 de enero de la presente anualidad se dispuso abrir investigación preliminar (fls. 8 y 9).

3. En desarrollo de la etapa de investigación preliminar, se practicaron las siguientes pruebas:

3.1. El 1º de julio de 2009 se recibió oficio de la Secretaría del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en el que se informó que bajo la partida 2007-0209 se tramitó el recurso de queja interpuesto a través de apoderado por el señor LUIS GIRALDO OSORIO dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho seguida a la Contraloría Departamental del Valle, el cual fue recibido el día 13 de marzo de 2007, siendo repartido el día siguiente a la Magistrada BERTHA LUCÍA LUNA BENÍTEZ, quien mediante auto de fecha 26 de marzo del mismo año admitió el recurso y dispuso correr traslado a las partes.

El 4 de mayo de 2007, el expediente fue remitido al Despacho del Magistrado ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, por no haber sido aprobado el proyecto discutido en Sala de Decisión de la misma fecha y presentado por la Dra. LUNA BENÍTEZ. Y que finalmente, con ponencia del Dr. OLIVEROS TASCÓN, el 17 de febrero de 2009 se resolvió, declarar mal denegado el recurso de apelación, y por ende se ofició al a quo para que remitiera el proceso, a fin de desatarse el recurso de alzada, el cual se recibió el 6 de marzo de 2009, estando en esos momentos pendiente de ser resuelto (fls. 18 y 19, cuaderno anexo).

3.2. Los doctores BERTHA LUCIA LUNA BENÍTEZ, FRANKLIN PÉREZ CAMARGO y ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, en calidad de Magistrados del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, quienes intervinieron en la acción de nulidad y restablecimiento del derecho impetrada por el quejoso,  fueron notificados de las presentes diligencias.

La Dra. BERTHA LUCÍA LUNA BENÍTEZ informó sobre el trámite dado al recurso de queja interpuesto por el señor LUIS GIRALDO OSORIO, precisando que mientras estuvo a su cargo, se efectuaron con prontitud las diligencias pertinentes, pues una vez se le repartió el asunto el día 14 de marzo de 2007, el 26 de marzo admitió el recurso, volviendo a pasar el expediente a su despacho el 25 de abril siguiente, presentando el proyecto el día 4 de mayo de 2007, el cual fue derrotado en Sala de Decisión, por lo que desde ese mismo día las diligencias pasaron al Despacho del Dr. OLIVEROS TASCÓN, siendo finalmente resuelto el recurso de queja por éste el día 17 de febrero de 2009 (fls. 44 a 46, cuaderno anexo)

También el Dr. FRANKLIN PÉREZ CAMARGO allegó escrito en el que sostuvo que participó en la Sala dirigida por la Dra. Bertha Lucía Luna Benítez, quien en su condición de ponente presentó el día 4 de mayo de 2007 a consideración de los demás integrantes, el Dr. Adolfo León Oliveros Tascón y él, un proyecto que fue derrotado, por lo que conforme al reglamento de la Sala el expediente pasó al Despacho del Dr. OLIVEROS TASCÓN, para que redactara la decisión pertinente, siendo presentada la nueva ponencia el día 17 de febrero de 2009, la cual fue signada por él, con salvamento de voto de la Dra. Luna Benítez (fls. 42 y 43, cuaderno anexo).

4. En providencia de fecha 7 de septiembre de 2009, teniendo en cuenta el acervo probatorio recaudado hasta esos momentos, se dispuso abrir investigación disciplinaria en contra del Magistrado ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, por cuanto al decidir sobre el recurso de queja instaurado en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho del aquí quejoso contra la Contraloría Departamental del Valle, mantuvo las diligencias inactivas en su Despacho entre el 4 de mayo de 2007 y el 17 de febrero de 2009. En consecuencia se dispuso notificarlo de tal decisión, solicitar estadísticas de las actividades del Despacho a su cargo, entre mayo de 2007 y febrero de 2009, y verificar su calidad de sujeto disciplinable (fls.1 y 2, c. o.).

4.1. Obran a folios 5 al 9 del cuaderno original, documentación que acredita que el Doctor ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN fungió como Magistrado del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca entre el 20 de marzo de 2001 y el 22 de abril de 2009, fecha en la cual se retiró por renuncia aceptada.

4.2. La Directora de la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en medio magnético remitió las estadísticas reportadas por el doctor OLIVEROS TASCÓN, entre abril de 2007 y marzo de 2009 (fl. 15, c. o.).

4.3. El 1º de diciembre de 2009 fue notificado personalmente del auto de apertura de investigación el Dr. ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, quien en la misma fecha presentó escrito en el que informó sobre la situación presentada en el trámite del recurso de queja citado. Empezó informando el funcionario inculpado, que el Tribunal Administrativo fue trasladado entre el 10 de diciembre de 2007 y el 28 de enero de 2008, y que dos meses antes al traslado por indicación de la Presidencia del Tribunal, se empezó la labor de inventarios y de empaque de los expedientes en cajas.

Que de todas maneras se siguió con la actividad judicial, y así en convocatoria No. 63 del 3 de diciembre de 2007
 se citó a Sala de decisión para debatir 10 proyectos, entre ellos el de la queja formulada por el Sr. Luis Giraldo Osorio, sin que hubiera sido aprobada por cuanto existió disparidad de criterios, y posteriormente se reanudaron las funciones del Tribunal el día 28 de enero de 2008, pero el expediente que contenía el recurso se extravió en unas cajas en el trasteo, lo que ocasionó la demora debido a su búsqueda.

También afirmó el funcionario inculpado, que el traslado a las nuevas instalaciones fue improvisado, y en su oficina sólo se instaló un computador, por cuanto no existían redes ni aire acondicionado, pero que de todas maneras se continuó laborando teniendo en cuenta la prioridad de las acciones constitucionales, y  que además su producción durante el periodo de mora fue alto, lo cual descarta cualquier negligencia en su actuar.

Finalmente precisó, que durante entre los años 2007 y 2009 se desempeñó como facilitador de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, en varios módulos, por lo que contó con comisiones de servicios autorizadas por el Consejo de Estado, que obviamente interrumpieron los términos de resolución de los distintos procesos.
5. Esta Sala, en providencia de fecha 25 de marzo de 2010 (fls. 81 a 91, c. o.), con fundamento en el acervo probatorio recaudado decidió elevar PLIEGO DE CARGOS, al doctor ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, bajo los siguientes presupuestos:

“Presupuesto jurídico. Para el presente asunto, téngase en cuenta que al tenor de lo dispuesto en el artículo 161 de la Ley 734 de 2002, vencido el término de la investigación se deberá evaluar el mérito de las pruebas recaudas a fin de formular pliego de cargos o en su defecto disponer el archivo de la actuación.

Según lo preceptuado en el artículo 162 Ibídem, el pliego de cargos procede cuando se encuentra objetivamente demostrada la falta imputada y existe prueba que comprometa la responsabilidad del investigado.

Bajo estos parámetros procede entonces la Sala a evaluar el mérito de las pruebas recaudadas dentro de la presente investigación, así:

Supuesto fáctico. La queja tiene por objeto  se investigue la presunta mora con que el magistrado ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN tramitó el recurso de queja que elevó el señor LUIS GIRALDO OSORIO, dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que él impetró contra la CONTRALORÍA DEPARTAMENTAL DEL VALLE.
De acuerdo al acervo probatorio, se constata en las presentes diligencias,  que el referido recurso de queja tuvo la siguiente actuación ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. 

1. Las copias del expediente, pues recuérdese que se trata de un recurso de queja, arribaron al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el día 13 de marzo de 2007, al día siguiente ingresaron al despacho de la Magistrada BERTHA LUCÍA  LUNA BENÍTEZ, a quien le fue asignado el asunto por reparto. El expediente salió el día 26 de marzo siguiente, disponiéndose admitir el recurso y corriendo traslado a las partes.

2. El día 4 de mayo de 2007, fue derrotada la ponencia presentada por la Dra. LUNA BENÍTEZ y en la misma fecha según el reglamento de la Sala, se remitió el dossier al despacho del Magistrado ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, en donde reposó, hasta el día 17 de febrero de 2009, cuando se aprobó la ponencia que presentó, en el sentido de declarar mal denegado el recurso, y en consecuencia se solicitó al Juzgado a quo, remitir el original de las diligencias a fin de resolverse la alzada.

En dicho orden, en el sub lite se encuentra probado que el magistrado disciplinable tuvo en su despacho el expediente antes mencionado durante un poco más de 21 meses, superando ampliamente el término establecido en la ley para decidir lo pertinente,  pues tratándose del proferimiento de un auto interlocutorio, al tenor del artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, al cual nos remite el artículo 182 del Código Contencioso Administrativo, el término con que se contaba era de diez días.

Imputación normativa. La conducta así desplegada comporta la aparente incursión en la prohibición descrita en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, según el cual a los funcionarios y empleados de la rama judicial les está prohibido, entre otras:

Numeral 3. “Retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que estén obligados


(…)

Culpabilidad. La conducta se imputará a título de culpa en razón a la negligencia con que al parecer procedió el funcionario disciplinable. 

Gravedad. Los criterios para determinar la gravedad de la falta se encuentran contemplados en el artículo 43 del C. D. U., y bajo tales presupuestos la falta aquí imputada se califica como grave en atención al grado de culpabilidad, al servicio público esencial de administración de justicia que se halla involucrado y la jerarquía que ostenta el acusado, quien por su investidura de ex magistrado ante el Tribunal Administrativo del  Valle de Cauca,  tenía la potencialidad de generar un mal ejemplo para los demás servidores públicos y los administrados.”
6. De la anterior providencia fue notificado personalmente el ex funcionario inculpado, quien presentó dos escritos a través de los cuales, en uno deprecó la nulidad del Pliego de Cargos, y en otro presentó descargos y solicitó la práctica de pruebas.

6.1.  A través de providencia de fecha 8 de julio de 2010 dictada por esta Sala (acta No. 86 de la misma fecha), no se accedió a declarar la nulidad deprecada, al establecerse la  inexistencia del vulneración al derecho de defensa del inculpado, por cuanto se dejó de ordenar una prueba de carácter testimonial que fue pedida en el escrito por el cual el disciplinable se refirió al auto que ordenó abrirle investigación disciplinaria, bajo el entendido  de que al rendirse descargos del Pliego de Cargos, es el momento idóneo para la petición de pruebas y la reiteración de las que se haya deprecado con anterioridad y no se haya ordenado, o en otras palabras, es la etapa de juicio el escenario ideal para la práctica de pruebas solicitadas por el sujeto pasivo de la acción, tendientes a demostrar su no responsabilidad en la comisión de la conducta objetivamente probada y reprochada.

6.2. De otra parte, en la misma providencia, se  admitió como pruebas las documentales allegadas por el doctor ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, y las legalmente recaudadas en estas diligencias, y se negó la práctica de algunas pruebas, al considerarse que las mismas no  estaban dirigidas a establecer los hechos,  o en otras palabras no eran útiles para llevar certeza al fallador (fls. 126 a 136).
7. En firme la anterior providencia, por auto de fecha 29 de septiembre de 2010, se corrió traslado para que el Agente del Ministerio Público rindiera concepto en estas diligencias, y al disciplinado para alegar de conclusión, sin embargo a pesar de que el Procurador Delegado para la Vigilancia Judicial, doctor Carlos Arturo Ramírez Vásquez, fue notificado personalmente de tal decisión, guardó silencio (fls. 143 y  170, c. o.).

7.1. Por su parte el doctor OLIVEROS TASCÓN, presentó escrito en el cual alegó de conclusión, solicitando se ordenaran de manera oficiosa las pruebas que le fueron negadas, y deprecando su absolución. En síntesis, expresó:

En primer lugar, hizo referencia el disciplinable a la carga laboral que tuvo entre los años 2007 y 2009, informando mes por mes el número de autos interlocutorios, de sustanciación y sentencias que emitió, así mismo la cantidad de sesiones de Sala en las que estuvo presente; producción que dijo, lo hizo merecedor de excelentes calificaciones.

Seguidamente precisó, que en razón de su producción laboral, no era posible plantear la existencia de negligencia de su parte en el manejo de los asuntos a su cargo, por haberse demorado en la resolución de un recurso de queja, en circunstancias ajenas a su voluntad, en la medida que el recurso lo resolvió en la Sala de diciembre 4 de 2007, sin entender la razón por la cual el expediente no fue bajado a la Secretaría para lo de rigor, a pesar de que sus auxiliares le informaron que sí lo habían hecho. Además, el dossier fue solicitado por un compañero de Sala para estudiarlo, el Tribunal se cambió de sede, y los expedientes estuvieron guardados en cajas durante varios meses.

De otra parte observó, que el recurso de queja fue concedido en el efecto devolutivo, luego el proceso no se suspendió en el juzgado de primera instancia, y además, era deber del apoderado del quejoso haber estado pendiente de su trámite, lo cual no hizo, a pesar de que se publicó por la Secretaría del Tribunal la convocatoria de Sala del día 4 de diciembre de 2007.

Reiteró que el día 4 de diciembre resolvió el recurso de queja con los doctores Franklin Pérez Camargo y Ramiro Ramírez Onofre, pero debido al traslado de instalaciones se refundió el expediente, y si se había envolatado no era su culpa; además fue por su propia iniciativa que apareció, procediendo entonces a llevarlo a Sala nuevamente el día 19 de febrero de 2009; luego, debía absolvérsele por estar frente a un caso fortuito, máxime que a pesar de tener el proceso administrativo el carácter de rogado, las partes no presentaron escrito alguno para su impulso.

Finalmente, deprecó se ordenara como pruebas de oficio, las testimoniales que le fueron negadas, es decir de los Magistrados compañeros de Sala, de sus  Auxiliares y personal de la Secretaría, quienes podrían dar fe de sus alegaciones (fls. 154 a 168, c. o.).

Aportó además el disciplinable al escrito por el cual alegó de conclusión, una misiva suscrita por el Gerente de la firma Distri – Equipos, que da cuenta sobre los inconvenientes que se presentaron durante el cambio de sede del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, precisando que muchos expedientes permanecieron en cajas mientras se surtió el traslado (fl. 169, c. o.)

CONSIDERACIONES

COMPETENCIA

Es competente esta Corporación para investigar disciplinariamente a los Magistrados de los Tribunales, acorde con lo establecido en el numeral 3º del artículo 256 de la Constitución Política, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 112 de la Ley 270 de 1996.

IDENTIDAD DEL INVESTIGADO

El Acuerdo de nombramiento, el acta de posesión y la constancia del pago de salarios que obran en el dossier, acreditan que el doctor  ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, identificado con la cédula de ciudadanía número 16.608.074 se desempeñó como Magistrado en propiedad en el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, entre el 20 de marzo de 2001 y el 22 de abril de 2009.
EXISTENCIA DE LA CONDUCTA. 

Se llamó a juicio disciplinario al citado magistrado por su presunta incursión en falta disciplinaria al tenor del artículo 196 de la Ley 734 de 2002, en armonía con el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, y en concordancia del artículo 124 del Código de Procedimiento Civil y el artículo 182 del Código Contencioso Administrativo.

Establece el artículo 196 de la Ley 734 de 2002 que “Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la ley estatutaria de la administración de justicia y demás leyes”.
Por su parte, el numeral 3 del artículo 154 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, prohíbe a los funcionarios y empleados de la rama judicial “Retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicios a que estén obligados”.

El artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, establece: “Los jueces deberán dictar los autos de sustanciación en el término de tres (3) días, los interlocutorios en el de diez (10) y las sentencias en el de cuarenta (40), contados todos desde que el expediente pase al despacho para tal fin.”.

Y el artículo 182 del Código Contencioso Administrativo, preceptúa: “Queja. Para los efectos de este recurso, se aplicará en lo pertinente, lo que disponga el Código de Procedimiento Civil. Este recurso procederá igualmente cuando se denieguen los recursos extraordinarios previstos en este código.”.
En el presente caso las pruebas recaudadas en el curso de la investigación determinan que ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cuca, se tramitó un recurso de queja interpuesto por el apoderado del señor LUIS GIRALDO OSORIO, dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho incoada contra la Contraloría Departamental del Valle, el cual, después de haber sido negada la ponencia presentada por la Magistrada Bertha Lucía Luna Benítez, pasó al despacho del funcionario inculpado, Dr.  ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN el día 4 de mayo de 2007, siendo resuelto el 17 de febrero de 2009, es decir después de 21 meses y 13 días, sin que el expediente hubiera tenido durante ese tiempo movimiento alguno,  y siendo que se trataba de un auto interlocutorio, que a las voces del artículo 124 del C. P. C. debe dictarse en un término máximo de 10 días, objetivamente está probada la mora judicial.

RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA.

En el escrito a través de cual el funcionario inculpado se pronunció una vez le fue notificado el auto de apertura de investigación, así como en los descargos al pliego de cargos, y en los alegatos de conclusión, se  presentaron exculpaciones por la mora objetivamente probada, referidas a la carga laboral y la resolución de otros asuntos, por lo que se arrimaron a las presentes diligencias las estadísticas de producción, las cuales una vez analizadas, respecto de los trimestres en que se encuentra comprendido el periodo del 4 de mayo de 2007 al 17 de febrero de 2009, descontando festivos, periodos de vacaciones y  el tiempo que permaneció cerrado el Tribunal en razón del cambio de sede
 tuvo una producción 3.32  providencias de fondo diarias, es decir entre sentencias y autos interlocutorios, producción que sin lugar a dudas demuestran una gran labor.

Pese a lo anterior, considerara esta  Sala que la carga laboral del funcionario inculpado y la producción de providencias de fondo, no logran desvirtuar, en el presente caso, el elemento subjetivo: “injustificadamente”
, contenido en el tipo disciplinario enrostrado, tal como enseguida se pasa a demostrar.

En efecto,  indudablemente y es de público conocimiento la congestión que se presenta en todos los despacho judiciales del País, lo cual ha conllevado a que incluso la Sala Administrativa de esta Corporación constantemente esté implementando planes de descongestión; pero tal congestión no puede aceptarse en todos los casos como una tabla de salvación para exculpar la mora judicial, como en el presente caso, en donde  no es razonable que para resolverse un recurso de queja,  el disciplinable haya tenido a su despacho el expediente durante 21 meses, cuando no se trataba de dictar una sentencia o de resolver un asunto complejo.
Revisada la ponencia elaborada por el doctor OLIVEROS TASCOS,  presentada y aprobada el día 17 de febrero de 2009, por la cual se resolvió declarar mal denegado el recuso de apelación interpuesto por la parte actora contra el auto proferido el 23 de octubre de 2006, por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Cali, y en su lugar se concedió en el efecto suspensivo el recurso mencionado, se trata de una breve providencia que a pesar se tener el carácter de interlocutoria,  en realidad se puede afirmar que es de  técnica o de sustanciación, en la medida que no resuelve nada de fondo,  pues simplemente está orientada a indicar si un recurso de apelación procede o no, y por ello precisamente se puede despachar  en forma muy breve entre los antecedentes, las consideraciones y la parte resolutiva, como en su lite:

“CONSIDERACIONES. Es un hecho aceptado por las partes, que los tres días de ejecutoria del auto corrieron los días 9,12 y 13 de febrero de 2007, término dentro del cual debía interponer el recurso conforme lo dispone el Art. 352 del C.P.C., dicho recurso se interpuso el día 12 de Fervor (sic) de 2007, dentro del término de ley.

Considera la Sala que esa circunstancia no es razón suficiente que lleve al rechazo del recurso de apelación, en primer lugar dicho auto es susceptible de apelación conforme al numeral 6 del artículo 181 del C.C.A., el cual reza lo siguiente: (…)

De acuerdo a lo anterior la Sala considera son suficientes para concluir que el recurso estuvo mal denegado.”

Claro está, no pretende la Sala en esta providencia hacer una calificación de la providencia por su extensión, ni por su contenido, pues se comprende y respeta en forma absoluta el principio de la autonomía judicial, sino observar que no se trataba de la expedición de una providencia compleja, en donde debieran hacerse exhaustivos estudios o análisis probatorios, sino simplemente de la verificación de si era procedente un recurso de apelación que fue negado.
Mencionó el encartado en sus alegatos de conclusión, que el recurso de queja fue concedido en el efecto devolutivo y que por tanto el proceso podía continuar su marcha en el juzgado a quo, y que además era deber del apoderado del quejoso haber estado pendiente del trámite del recurso de queja.

Al respecto es necesario observar al disciplinable, que los recursos de queja no se conceden en el efecto suspensivo, devolutivo o diferido, pues tales modalidades se predican del recurso de apelación, tal como lo establece el artículo 354 del Código de Procedimiento Civil,  siendo precisamente el superior, quien al momento de desatar la queja, en caso de que decida conceder el recurso, determinar el efecto, tal como lo indica el inciso 9º del artículo 377 ibídem: “Si el superior concede la apelación, determinará el efecto que le corresponda y comunicará su decisión al inferior, quien deberá enviar el expediente u ordenar la expedición de las copias para que se surta el recurso”, y precisamente en el auto dictado el día 19 de febrero de 2009, se indicó: “En su lugar “CONCÉDASE, en el efecto suspensivo, el recurso mencionado”.

Y, como la providencia  sobre la cual se concedió el recurso de apelación data del 23 de octubre de 2006,  a no dudarlo, contrario a lo afirmado por el funcionario inculpado, sí se infringió un grave perjuicio al quejoso, pues desde tal data al 17 de febrero de 2009, transcurrieron más de 28 meses, con el proceso paralizado, y sin ni siquiera saber si el recurso de apelación se le concedía o no, de los cuales 21 meses y 13 días estuvo a cargo del disciplinable.
Tampoco es cierta la afirmación del disciplinable, en el sentido de que el apoderado del quejoso, no estuvo pendiente del trámite del recurso de queja, ni realizó ninguna gestión para su impulso,  pues de las copias que contienen el dossier del recurso de queja, que obran en las presentes diligencias, se observan dos memoriales suscritos por el abogado Javier Andrés Chingual García, con fecha de radicación 12 de mayo y 8 de septiembre de 2008, por los cuales, en el primero aportó jurisprudencia para ser tenida en cuenta al momento de resolverse el recurso de queja, y el segundo deprecó: 

“Se sirva resolver el recurso de Queja presentado oportunamente, el cual se encuentra en su despacho desde abril de 2007, habiendo transcurrido más de un año. 

Lo anterior por cuanto mi cliente es insistente en que se resuelva pronto su situación pensional, ya que cumplió 61 de edad, no se encuentra trabajando hace más de 7 años, tiene a su cargo su esposa no tiene ingreso económico alguno, situación precaria que padece, por lo cual solicita se sirva resolver lo más pronto el recurso de queja para segur con su trámite en el Juzgado Segundo Administrativo de Cali.” (fls. 90 y 98, cuaderno anexo).
Entonces, como se ve, el abogado del quejoso sí estuvo pendiente del trámite del recurso de queja, pues presentó dos peticiones, siendo la última de data 8 de septiembre de 2008  en la que solicitó se resolviera, pues desde que estaba a cargo del inculpado, en esa data llevaba más de un año al despacho,  pero a pesar de tal petición, el inculpado sólo hasta 17 de febrero de 2009 radicó la ponencia que le fue aprobada el mismo día, es decir después de cinco meses de tal solicitud, se profirió la providencia esperada.

Ahora bien, independientemente de que el trámite de los procesos contenciosos administrativos sean en esencia rogados, en el sub lite no había ninguna actuación que debiera hacer la parte que interpuso el recurso de queja, siendo solamente del resorte del funcionario resolverlo, con fundamento en las copias que para el efecto se expidieron por el juzgado que negó la alzada. 

En conclusión, y para terminar el tema de la naturaleza del recurso de queja, y sobre el impulso de su trámite por parte de quien lo propone, es claro que las exculpaciones antes mencionadas, no son aceptables, pues aunque el inculpado pretendió demostrar que no se causó un perjuicio al quejoso por la mora objetivamente probada, por el contrario está probado que sí se causó, en tanto su proceso de origen laboral, perduró paralizado, estando al cuidado del encartado, por más de 21 meses.

Pasando a otro aspecto de la defensa, sostuvo el quejoso que debido al traslado de sede del Tribunal Administrativo del Valle,  el plenario contentivo del recurso de queja se extravió,  y que por ello se presentó una situación fortuita que lo exonera de responsabilidad, sin embargo, lo probado es que tal traslado se presentó entre el 10 diciembre de 2007 y el 27 de enero de 2009, lo cual pone de presente dos situaciones:

1. Que entre el 4 de mayo y el 10 de diciembre de 2007 transcurrieron 7 meses, en los cuales, el proceso no estuvo extraviado, pues el mismo inculpado afirmó  al descorrer los cargos, que presentó un proyecto según convocatoria de data 3 de diciembre de 2007, sin que le hubiera sido aprobado - aunque al alegar de conclusión afirma que sí-  por cuanto un Magistrado compañero de Sala, no estuvo de acuerdo con las consideraciones del proyecto y le solicitó el expediente para ampliar los argumentos.

Luego, es evidente, que en este lapso se presentó mora judicial, la cual no es entendible, pues cuando recibió las diligencias el 4 de mayo de 2007, ya tenía conocimiento del asunto,  por cuanto había participado en la decisión de negar la ponencia presentada por la Magistrada Bertha Lucia Luna Benítez, y  las reglas de la experiencia indican que para la elaboración del nuevo proyecto, sólo debía retomar las consideraciones del negado, para ajustarlas a las que la mayoría de la Sala consideraba eran las pertinentes, es decir referidas a la concesión del recurso de alzada. Pero inexplicablemente no lo hizo, y sólo hasta diciembre de 2007, cuando habían pasado prácticamente siete meses, radicó la nueva ponencia, que no le fue aprobada, vulnerando así el contenido del artículo 124 del C.P.C., e incumpliendo por ende el deber previsto en el art. 154.3 de la Ley 270 de 1996.

2.  Si en gracia de discusión se acepta que debido al traslado de  sede del Tribunal Administrativo del Valle, que se dio entre el 10 de diciembre y el 27 de enero de 2008,  se refundió el proceso, lo cual no está probado, lo lógico era que se hubieran dejado constancias sobre el particular, o incluso de inmediato  se buscara la forma de reconstruir las diligencias, lo cual era muy fácil en el sub lite, por cuanto bastaba sólo con solicitar al juzgado a quo, expidiera nuevas copias a fin de desatar el recurso de queja.

Ahora,  si el disciplinable había presentado un proyecto días antes del cierre del Tribunal, lo lógico era que hubiera estado pendiente tan pronto se reabrió, de la aprobación de la ponencia presentada, previa su corrección según las observaciones efectuadas por sus compañeros de Sala. Pero no se preocupó de ello, y  transcurrieron días y  meses, y en septiembre 2 de 2008 el apoderado del quejoso solicitó se resolviera el recurso, pues se estaba causando un grave perjuicio a su cliente, y aún así, sólo hasta el 17 febrero del siguiente año, se  presentó la ponencia, es decir después de más de un año, de la fecha en que según informó en principio el inculpado, no le fue aceptado la ponencia.

Así las cosas, no es creíble para esta Sala, lo sostenido por el inculpado, cuando afirmó en sus alegatos de conclusión “efectivamente el cuaderno contentivo del recuso de queja se traspapeló y solo tuve conocimiento de ello para la época en que llevé nuevamente a Sala el asunto en la convocatoria del 19 de febrero de 2010
 (sic)”, pues de un lado, cinco meses antes el abogado del quejoso le había solicitado que resolviera el recurso, y de otro es inverosímil  que presentado el proyecto en diciembre de 2008, se haya despreocupado u olvidado de las diligencias por más de un año, lo que también desmiente su dicho de que fue por su propia iniciativa que apareció el expediente, pues como antes se indicó, el apoderado del quejoso ya lo había impetrado para que finiquitara el asunto. 

Pasando a otro de los temas expuestos por el disciplinable al alegar de conclusión, del que no había hecho referencia al momento de descorrer los cargos y que por demás es contradictorio; dijo que “el recurso de queja se resolvió el día 4 de diciembre [de 2008] en la Sala realizada con los Magistrados Ramiro Ramírez Onofre y Franklin Pérez”,  y que “el Magistrado Franklin Pérez se llevó el cuaderno de la queja para ampliar y aclarar los considerandos”. Pidió entonces el disciplinable en sus alegatos, se decretaran como pruebas de oficio las testimoniales que le fueron negadas al momento que descorrió los cargos, a fin de corroborar lo anterior.  

Al respecto se observa que a folios 42 y 43, obra escrito presentado por Magistrado Franklin Pérez Camargo, quien sobre el tema manifestó:

“Una vez estudiado los presupuestos formulados por la Ponente, Doctora Bertha Lucía Luna Benítez, y sometido a votación fue derrotado, que de acuerdo con la ley y reglamento, pasó al despacho del magistrado quien le sigue en turno, Doctor Adolfo León Oliveros Tascón, para que redactara la decisión triunfante.
El recurso con la nueva ponencia fue desatada en Sala que convocó el Doctor Adolfo León Oliveros Tascón, el día 17 de febrero de 2009, siendo signada por el suscrito, quien como característica procesal, el recuso se consideró mal denegado, y en consecuencia se ordenó la remisión para surtir el recurso y desatarlo”

De acuerdo a lo anterior, es claro: 1. Que el recurso de queja fue pasado al Dr. OLIVEROS TASCÓN el día 4 de mayo de 2007, fecha en que fue derrotada la ponencia presentada por la Dra. Luna Benítez, “para que redactara la decisión triunfante”, es decir que ya había sido discutido el tema y sabía el disciplinable el sentido en que debía proyectarse, pues si se le asignó su conocimiento era porque fue uno de los Magistrados que refutaron el proyecto de la doctora Luna Benítez, y 2: Que la nueva ponencia fue desatada tan solo el día 17 de febrero de 2009, es decir a los 21 meses y 13 días.
Luego, no es necesario traer a declarar a estas diligencias en forma oficiosa al Magistrado Franklin Pérez Camargo, para que corrobore el dicho del inculpado, en el sentido de que la ponencia que presentó el día 4 de diciembre de 2008 “le fue aprobada”, pues en forma clara, su compañero de Sala, indicó que tan solo hasta el 17 de febrero de 2009 se convocó a Sala en la que se desató el recurso. 

Además, como antes se observó, se establece una contradicción en el dicho del Dr. OLIVEROS TASCÓN, pues mientras que al descorrer los cargos sostuvo que el 4 de diciembre no le fue aprobada la ponencia por cuanto el Dr. Pérez Camargo solicitó el expediente para ampliar y aclarar los considerandos, en los alegatos afirma que tal día fue aprobado su proyecto,  al mismo tiempo dijo que el expediente se lo llevó el Dr. Franklin Pérez, para complementarlo, de lo cual éste no hizo ninguna referencia en su declaración escrita.

Aunado a lo anterior en el folio 114 del cuaderno anexo, obra fotocopia de la hoja No. 99  del libro o minuta que se lleva en el Tribunal, en el que se anota el trámite dado a los diferentes procesos, en el que en letra manuscrita se lee:

“Mayo 4/07. Remito al Despacho del Dr. Oliveros el proceso 2007-0209-01 para que se proyecte el auto que resuelve sobre la queja: (Expediente del juzgado Segundo Administrativo) Devolvieron el 18 de febrero de 2009 11:15 a.m.,” (hay firmas ilegibles).” 

Entonces, no hay soporte alguno de las afirmaciones del inculpado, por el contrario, la prueba documental lo desmiente, en tanto, lo probado es que el expediente le fue entregado el día 4 de mayo, y que sólo lo devolvió a la Secretaría el día 18 de febrero de 2009 a las 11:15 a.m., es decir un día después de aprobada la ponencia que presentó a Sala. Luego, tampoco es necesaria la práctica oficiosa de pruebas testimoniales de los empleados de la secretaría, pues es inocua de cara a la documental antes mencionada.

En fin,  las exculpaciones dadas por el Dr. OLIVEROS TASCÓN, no logran desvirtuar su responsabilidad en la mora objetivamente probada, máxime que como se ha venido diciendo, se trataba de la emisión de una providencia  de carácter técnico o de impulso, en la que solo debía revisarse si contra una determinada providencia procedía o no el recurso de apelación, luego desde ningún punto de vista es  aceptable que para  proyectarla se haya tomado más de 21 meses.

Además, tampoco es aceptable, que los usuarios de la justicia deban requerir o los funcionarios judiciales para que cumplan con su deber, como incluso en esta caso ocurrió, en el que el apoderado del quejoso debió solicitar se resolvería el recurso de queja, y aún así, pasaron varios meses para la expedición de providencia esperada, pues es deber de los funcionarios resolver en oportunidad, sin que deban esperar a que los usuarios de la administración de justicia los requieran, para que cumplan con sus obligaciones.

Se reitera, no se discute la abundante carga que pesa sobre los operadores de la justicia, y que en casos como en el presente se tenga una producción aceptable, como lo es proferir más de tres providencias de fondo diarias, pero ello no justifica el deber de cuidado con que debió actuar el funcionario inculpado, a fin de que mediante una mediana planeación para despachar los asuntos, dando prioridad a los que debieran dictarse a fin de no socavar el acceso a la administración de justicia, no se sucedan hechos como el aquí investigado, en el que para dictarse un auto que no presentaban ninguna dificultad, ni una gran labor investigativa o argumentativa, transcurrieran  más de 21 meses.

DE LA FORMA DE CULPABILIDAD.

En lo que respecta a la culpa atribuida al disciplinable,  sea del caso precisar que desde el punto de vista jurídico-penal se entiende por culpabilidad el juicio de exigibilidad por virtud del cual se le imputa al actor la realización de un hecho punible (disciplinario para el caso), pues dadas las condiciones de todo orden imperantes al momento de la comisión, se encontraba en condiciones de orientar su conducta conforme con los requerimientos exigibles por el orden jurídico y no se condujo de ese modo.

En nuestro ordenamiento disciplinario se halla proscrita toda forma de responsabilidad objetiva, por lo que las faltas solamente son sancionables a título de dolo o culpa
, lo cual implica la capacidad de autodeterminación del individuo conforme a las normas que el derecho le impone en un espacio y tiempo concretos.

Bajo esta perspectiva, encuentra la Sala que dentro del presente asunto, el Magistrado ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, estaban en capacidad de comprender la ilicitud de su actuar, es decir no demorar el proceso al Despacho para proyectar un auto que no ameritaba un gran estudio, durante  un tiempo excesivo, contrariando así la prohibición establecida en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (270/96), que indica que no se debe retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que se está obligado, pues de manera negligente y descuidada no tuvo en cuenta tal prohibición, pudiendo haber actuado de manera diferente, esto es, ajustándose al ordenamiento jurídico incluso de cara a la especial situación que se estaba presentando por la gran carga laboral, dando prioridad al recurso de carácter técnico como lo es el de queja, el cual por tratarse de un auto interlocutorio, debía dictarse en un término no mayor de 10 días. 

De esta manera, se tiene que el inculpado incurrió de manera culposa en la prohibición descrita en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, tal como se le imputó en al momento de proferirse el Pliego de Cargos.

DE LA GRAVEDAD DE LA FALTA. 

Según previsiones del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, la gravedad o levedad de la falta debe determinante de conformidad con los siguientes criterios:

“1.- El grado de culpabilidad.

2.- La naturaleza esencial del servicio.

3.- El grado de perturbación del servicio.

4.- La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución.

5.- La trascendencia social de la falta o el perjuicio  causado.

6.- Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado en su preparación…

7.- Los motivos determinantes del comportamiento.

8.- Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o servidores públicos.

9.- La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave…”
Siendo así, revisados los anteriores criterios y verificado el alcance de cada uno de ellos, encuentra la Sala que la falta atribuida al disciplinable debe calificarse como grave, tal como se hizo al dictarse el Pliego de Cargos, esto en atención a que la conducta materia de reproche se cometió a título de culpa, el grado de perturbación de la administración de justicia, la trascendencia social de la falta cometida y la jerarquía del Magistrado implicado.

DOSIFICACIÓN DE LA SANCIÓN

Atendiendo los postulados del artículo 44 y 47 de la Ley 734 de 2002 y teniendo en cuenta el grado de culpabilidad y la gravedad de la falta, la sanción a imponer en este caso, considera la Sala, debe ser la de SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes, en consideración a la ausencia de antecedentes disciplinarios que presenta el disciplinable, y el grado de afectación de la administración de justicia que se dio en este evento, pues sin lugar a dudas respecto del proceso tantas veces mencionado en esta providencia, prácticamente podría considerarse que en principio existió una denegación del servicio, por cuanto el expediente permaneció a su cargo por 21 meses y 13 días, es decir casi dos años, lo cual lógicamente causa graves traumatismos no solo al afectado sino a la propia administración de justicia, la cual ya de por sí agobiada por el cúmulo de trabajo, debe ocuparse en procesos disciplinarios como el presente.

Sin embargo teniendo en cuenta que el doctor ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, actualmente ya no se desempeña en el cargo de Magistrado, al tenor del artículo 46 de la Ley 734, el término de suspensión se convertirá en el equivalente a 30 días de Salario, según el monto devengado al momento de la falta, la cual como antes se estableció, se prorrogó al año 2009.

En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR al doctor ADOLFO LEÓN OLIVEROS TASCÓN, Magistrado del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, responsable por incurrir en la prohibición descrita en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, y los artículo 182 del Código Contencioso Administrativo y 124 del Código de Procedimiento Civil, a título de culpa.

Por consiguiente, se le impone sanción de suspensión de un (1) mes en el ejercicio del cargo,  pero como actualmente ya no se desempeña en el cargo de Magistrado, al tenor del artículo 46 de la Ley 734, el término de suspensión se convertirá en el equivalente a 30 días de Salario, según el monto devengado al momento de la falta, la cual se prorrogó al año 2009, conforme se indicó en la parte motiva de esta providencia.  

SEGUNDO: SE COMISIONA a la Sala jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, para la notificación de esta decisión, advirtiendo al funcionario disciplinado, que en su contra no procede recurso alguno, por cuanto al tenor del artículo 205 de la Ley 734 de 2002 el presente fallo queda ejecutoriado al momento de su suscripción.

TERCERO: EFECTUADO lo anterior, por Secretaría expídase las copias y oficios pertinentes, a efectos de la ejecución de la presente providencia.

NOTIFÍQUESE  Y CÚMPLASE

  JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ                  HENRY VILLARRAGA OLIVEROS           
          Presidenta                                                           Vicepresidente 

JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO                        ANGELINO LIZCANO RIVERA                       

          Magistrado                                                             Magistrado 

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA              JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ     
       Magistrada   


                            Magistrado


                                    PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

                                                              Magistrado                     

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

          Secretaria Judicial

� A folios 71 a 73 del cuaderno original, obra fotocopia de la convocatoria.


� Estuvo cerrado entre el 10 de diciembre de 2007 y el 27 de enero de 2008, tal como lo certificó  la Secretaría General del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca (fl. 33), es decir durante 18 días hábiles. 





� “Retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicios a que estén obligados”.


� Debe entenderse 17 de febrero de 2009.


� Art. 13 Ley 734 de 2002.
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